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SENTENCIA 

 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 12 de abril de 2021. 

Acude ante este foro apelativo intermedio, MLM Restaurants, 

Inc. (MLM), en aras de que revisemos la Sentencia Parcial emitida 

el 15 de diciembre de 2020, por el Tribunal de Primera Instancia, 

Sala Superior de Carolina.  Mediante el referido dictamen, el foro 

primario desestimó con perjuicio la Demanda contra Terceros 

interpuesta por MLM en contra del señor Rolando X. Vázquez Cruz 

y la señora Carmen Izcoa Flores (señores Vázquez Cruz e Izcoa 

Flores). 

Luego de estudiar el expediente apelativo, las posturas de las 

partes y el Derecho concerniente a la controversia ante nos, 

resolvemos confirmar el dictamen parcial apelado, por los 

fundamentos que expondremos a continuación. 
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I. 

 El expediente ante nos, revela que 16 de agosto de 2019 la 

parte demandante Juan Nevárez, Sandra Ayala Rivera y la 

Sociedad Legal de Gananciales compuesta por ellos (señores 

Nevárez-Ayala), presentaron una demanda sobre Daños y 

Perjuicios contra Chubb Insurance Company of Puerto Rico, Vivo 

Beach Club, Aseguradoras de nombre desconocido, Corporaciones 

de nombre desconocido y Seguridad X, como posible entidad 

encargada de velar por la seguridad en el lugar de los hechos.  La 

reclamación judicial fue propiciada por un incidente ocurrido el 13 

de octubre de 2018 en el centro recreativo Vivo Beach Club 

ubicado en el municipio de Carolina.  Este consistió en una 

algarabía que se formó en el lugar, durante la cual, según 

alegaron, resultaron agredidos, entretanto una baranda cedió, 

cayendo estos desde una altura considerable, lo que les provocó 

daños. 

Tras ser emplazada, el 28 de enero de 2020 MLM1 presentó 

Moción Solicitando Permiso Para Presentar Demanda Contra Tercero, 

la que acompañó de una Demanda Contra Terceros en contra de 

Pedro Frontera H/N/C PFA Production Services2, Jane Doe y la 

Sociedad Legal de Gananciales compuesta por ambos, Carmen 

Izcoa Flores, Rolando X. Vázquez Cruz y la Sociedad Legal de 

Gananciales compuesta por ambos, Aseguradoras A, B y C y 

Demandados Desconocidos.  Allí, alegó que los señores Vázquez 

Cruz e Izcoa Flores, conjuntamente, con los demandantes, fueron 

negligentes al incurrir en conducta constitutiva de delito de 

agresión y alteración a la paz.  Sostuvo que dicha conducta fue la 

 
1 MLM Restaurants, Inc. es una corporación con fines de lucro que hace 

negocios como Vivo Beach Club. 
2 PFA Production Services se dedica al negocio de alquiler y venta de equipo para 
actividades o eventos. Se alega que Vivo Beach Club contrató o subcontrató sus 

servicios para el montaje de la tarima del área de invitados VIP del lugar del 

evento. 
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causa próxima de la rotura de la baranda y de los daños alegados 

en la demanda.  Posteriormente, MLM presentó su Contestación de 

Demanda, el 10 de febrero de 2020.3  Aseveró afirmativamente que 

cumplió con su deber de ejercitar un cuidado razonable y tomó las 

medidas de seguridad suficientes y razonables, de acuerdo a las 

circunstancias particulares del lugar.  Luego, el 11 de febrero de 

2020, el Tribunal notificó una Orden en la que autorizó la 

Demanda Contra Terceros de MLM. 

El señor Vázquez Cruz, por su parte, instó una Moción de 

Desestimación Parcial de Demanda Contra Tercero.  Afirmó que la 

demanda contra tercero interpuesta el 28 de enero de 2020, por los 

hechos suscitados el 13 de octubre de 2018, estaba prescrita por 

ser presentada en exceso del término de un año desde que 

ocurrieron los hechos.  MLM se opuso y arguyó que, si bien el 

incidente ocurrió el 13 de octubre de 2018, este fue controlado por 

el personal de Vivo Beach Club e investigado por la Policía de 

Puerto Rico ese mismo día; que Vivo Beach Club no completó un 

reporte de incidente el día de los hechos, sino que permitió que la 

Policía de Puerto Rico se encargara de la investigación.  Indicó que 

tras ser presentada la demanda el 16 de agosto de 2019, Chubb 

Insurance Company realizó una investigación y fue cuando obtuvo 

copia de la querella de la Policía de donde se desprendían los 

nombres de las otras dos personas envueltas en la trifulca.  MLM 

aseveró que no fue hasta el 21 de agosto de 2019 que conoció la 

identidad de los terceros demandados, así como los elementos 

necesarios para ejercitar su causa de acción.  Anejó a su oposición 

copia del Informe de la Policía de Puerto Rico. 

 
3 Se informa en el recurso que el 6 de diciembre de 2019 la demanda fue 

enmendada para, entre otras cosas, incluir en el pleito a Liberty Mutual 
Insurance Company, aseguradora de MLM Restaurant, Inc. MLM alegó 

afirmativamente en su Contestación a Demanda que Vivo Beach Club no es una 

persona jurídica, por lo que no tiene capacidad para ser demandada. 
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El señor Vázquez Cruz replicó a la oposición de MLM.  

Arguyó que el día en que ocurrieron los hechos que daban lugar a 

la reclamación -13 de octubre de 2018-, el personal de seguridad 

de MLM le tomó sus datos personales, que incluyeron su nombre, 

dirección y teléfono; por lo que desde esa fecha se tenía 

conocimiento de su identidad.  Añadió, que el informe de incidente 

de la Policía estuvo disponible desde el 13 de octubre de 2018.  

Anejó a su réplica una declaración jurada, en la que, entre otras 

aseveraciones, declara que el día de los hechos, la seguridad de 

Vivo Beach Club (MLM) le tomó todos sus datos personales de 

nombre, dirección y teléfono. 

Por otra parte, la señora Izcoa Flores presentó una Solicitud 

de Desestimación de la Demanda Contra Tercero hacia la Lcda. 

Carmen Izcoa Flores por no Aducir Hechos que Justifiquen la 

Concesión de un Remedio, Prescripción y Solicitud de Honorarios por 

Temeridad.  Sostuvo que la Demanda contra Terceros no exponía 

hechos demostrativos de que los terceros demandantes, MLM, 

tuvieran derecho a un remedio al amparo de la Regla 6.1(1) de 

Procedimiento Civil.  Argumentó que la reclamación estaba 

prescrita; y, adujo que la Demanda contra Terceros resulta frívola, 

negligente y temeraria.  

MLM se opuso.  Sostuvo que la señora Izcoa Flores había 

incurrido en conducta antijurídica que daba base a los reclamos y 

que no fue hasta la presentación de la demanda que MLM advino 

en conocimiento de los elementos de la causa de acción.  Anejó 

igualmente, el Informe de la Policía sobre el incidente.   

La señora Izcoa Flores instó una Dúplica.  Expresó que no 

incurrió en conducta antijurídica y reiteró que desde el 13 de 

octubre de 2018, MLM conoció o debió conocer la identidad de ella.  

Arguyó que MLM no podía alegar que no conocía su identidad 
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porque sus propios empleados de seguridad la entrevistaron el día 

de los hechos.  Anejó a su escrito, una declaración jurada en la 

que declaró, entre otras cosas, que el personal de seguridad de 

Vivo Beach Club, que pertenece a la corporación MLM, intervino, la 

entrevistó y le tomó su información.  Expuso que una esas 

empleadas de seguridad, de nombre Migdalia Ortiz, estuvo 

presente en todo momento durante la intervención. 

Luego de evaluar las mociones de las partes, los escritos en 

oposición y las réplicas, así como la prueba documental 

presentada, el foro primario emitió una Sentencia Sumaria Parcial.  

En virtud de ésta desestimó la Demanda Contra Terceros 

interpuesta contra los señores Vázquez Cruz e Izcoa Flores, la que 

fundamentó en la prescripción de la causa de acción.  Razonó que 

el incidente alegado tuvo lugar el 13 de octubre de 2018, que ese 

día fue cuando las partes reclamantes advinieron en conocimiento 

de su daño y es a partir de ese día que nace su causa de acción.  

Indicó que debido a que los señores Nevárez-Ayala no entablaron 

demanda contra los señores Vázquez Cruz e Izcoa Flores dentro del 

término prescriptivo, no se interrumpió la causa de acción. 

Concluyó que, por consiguiente, MLM no los podía traer al pleito.  

Determinó que según la prueba presentada, admitida y no refutada 

por MLM, su personal de seguridad controló el altercado, tomó los 

datos personales de los señores Vázquez Cruz e Izcoa Flores por lo 

que desde esa fecha tenían pleno conocimiento de su persona y 

cómo contactarlos.  Destacó el contenido del informe policíaco y 

también, que MLM optó por no presentar declaraciones juradas u 

otra evidencia que impidieran la desestimación de este pleito por 

motivo de prescripción.  

Inconforme con lo resuelto, MLM presentó una Moción de 

Reconsideración de la Sentencia Parcial dictada.  Entendió que el 
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tribunal primario en su dictamen consideró materias extrañas o 

fuera de las alegaciones de este caso para resolverlo, refiriéndose a 

las declaraciones juradas de los señores Vázquez Cruz e Izcoa 

Flores.  Sostuvo que debió concederles una oportunidad razonable 

de presentar toda materia pertinente a tal moción.  El foro 

juzgador denegó la moción de reconsideración presentada.  

Insatisfecho con ello, MLM comparece a este foro intermedio 

y en su recurso de apelación le imputa al foro primario haber 

incidido en lo siguiente: 

Erró el TPI al declarar Ha Lugar las solicitudes de 
desestimación de Vázquez Cruz y de Izcoa Flores, Terceras 
Demandadas-Apeladas, y Desestimar la demanda contra 
tercero por prescripción, considerando Declaraciones 
Juradas que no forman parte de las Alegaciones y 
adjudicando credibilidad sobre las mismas.  

 

II. 

-A- 

La prescripción es una figura jurídica que extingue un 

derecho debido a que una parte no lo ejerce en el período que 

establece la ley.  Rivera Ruiz v. Mun. De Ponce, 196 DPR 410, 415 

(2016); Fraguada Bonilla v. Hosp. Auxilio Mutuo, 186 DPR 365, 

372-373 (2012).  En nuestro ordenamiento, la prescripción de las 

acciones es un asunto de derecho sustantivo, no procesal, que se 

encuentra regulado por las disposiciones del Código Civil de Puerto 

Rico.4 

La existencia de los plazos prescriptivos dispuestos en ley 

responde a una clara política de lograr la solución expedita de las 

reclamaciones.  Su función, es “evitar la incertidumbre de las 

relaciones jurídicas y castigar la inacción en el ejercicio de los 

derechos”.  García Pérez v. Corp. Serv. Mujer, 174 DPR 138, 147 

(2008). 

 
4 La controversia de este caso se desarrolló bajo las disposiciones del anterior 

Código Civil de 1930, por lo cual es tal normativa que aplicaremos en el recurso 

ante nuestra consideración. 
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En nuestro país, existen diversos términos prescriptivos.  

Para determinar cuál es el término aplicable, tenemos que recurrir 

al Código Civil o a una ley especial, cuando el legislador así lo ha 

dispuesto.  En el caso de las relaciones extracontractuales, el 

Artículo 1868 del Código Civil de Puerto Rico de 1930, establece 

que las acciones para exigir responsabilidad civil por las 

obligaciones derivadas de la culpa o negligencia prescriben por el 

transcurso de un (1) año desde que lo supo el agraviado.  31 LPRA 

sec. 5298. 

En nuestro acervo jurídico para que nazca la 

responsabilidad extracontractual debe conjugarse: un daño, una 

acción u omisión negligente o culposa, y la correspondiente 

relación causal entre ambos.  Rivera v. S.L.G. Díaz, 165 DPR 408, 

421 (2005); Toro Aponte v. E.L.A., 142 DPR 464 (1997).  De acuerdo 

con la teoría cognoscitiva o subjetiva del daño, se requiere para 

que transcurra el término prescriptivo de un (1) año, que el 

perjudicado conozca que ha sufrido el daño y el causante de éste. 

De ahí que, el término prescriptivo de un (1) año dispuesto 

en el Artículo 1868 del Código Civil de Puerto Rico, supra, 

comience “a transcurrir desde que el agraviado tuvo -o debió tener- 

conocimiento del daño que sufrió y estuvo en posición de ejercer su 

causa de acción”.  Rivera Ruiz v. Mun. de Ponce, supra, pág. 416; 

Maldonado Rivera v. Suárez y otros, 195 DPR 182 (2016).  Véase, 

además, el Artículo 1869 del Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA 

sec. 5299.  

Ahora bien, el Artículo 1861 del Código Civil de Puerto Rico 

establece que las acciones prescriben por el mero transcurso del 

tiempo fijado por ley. 31 LPRA sec. 5291.  Empero, cabe mencionar 

que, la casuística y la ley han interpretado que los términos 

prescriptivos pueden interrumpirse. 



 
 

 
KLAN202100097   

 

Pág. 8 de 18 

Sobre ese aspecto, el Artículo 1873 del Código Civil de Puerto 

Rico, detalla las formas en que se puede interrumpir el término 

prescriptivo.  Estas son, por ejercicio ante los tribunales, por 

reclamación extrajudicial por parte del acreedor y por cualquier 

acto de reconocimiento de la deuda por parte del deudor.  31 LPRA 

sec. 5303.  En los tres medios de interrupción, el efecto es que el 

plazo de prescripción debe volver a computarse por entero desde el 

momento en que se produce el acto que interrumpe.  Hawayek v. 

A.F.F., 123 DPR 526, 530 (1989).  A saber, “el efecto principal de la 

interrupción es que comienza de nuevo el cómputo cronológico del 

término prescriptivo”.  SLG García-Villega v. ELA, 190 DPR 799, 

815 (2014); Pereira Suárez v. Jta. Dir. Cond., 182 DPR 485, 505 

(2011). 

En Puerto Rico, “las obligaciones pueden ser clasificadas de 

acuerdo con los sujetos que componen la relación”.  Fraguada 

Bonilla v. Hosp. Aux. Mutuo, supra, pág. 375.  El derecho 

sustantivo puertorriqueño reconoce diversos tipos de obligaciones, 

entre estas, las solidarias y las mancomunadas. 

En la obligación solidaria, “cada acreedor tiene derecho a 

pedir y cada deudor tiene el deber de realizar íntegramente la 

prestación debida”.  Íd.  Mientras, que en la obligación 

mancomunada la deuda puede ser dividida y cada deudor ha de 

cumplir con su parte de forma independiente. Íd. 

En materia de derecho civil, la solidaridad no se presume, 

sino que impera la mancomunidad, salvo pacto distinto.  Artículo 

1090 del Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 3101.  Pero, en 

las obligaciones de responsabilidad extracontractual, la doctrina 

predominante favorece la solidaridad en supuestos de varios 

cocausantes o copartícipes del daño.  
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Valga mencionar, que, en el año 2012, el Máximo Foro 

Judicial adoptó la doctrina solidaridad in solidum, en lo referente a 

la interrupción de la prescripción en acciones sobre daños y 

perjuicios cuando concurre pluralidad de causantes.  En Fraguada 

Bonilla v. Hosp. Aux. Mutuo, supra, la Alta Curia, hizo una 

distinción entre la solidaridad propia o perfecta y la solidaridad 

impropia o imperfecta.  Allí resolvió que, solidaridad perfecta es 

aquella pactada o de vínculo preexistente y la solidaridad 

imperfecta es la que surge cuando son varios los responsables de 

un daño extracontractual.  

Esta distinción, implicó, que en los casos sobre solidaridad 

imperfecta -in solidum- existen efectos primarios y secundarios.  

Según lo intimado en la doctrina que quedó establecida, los 

primarios incluyen la unidad de la deuda y la pluralidad de 

vínculos, mientras; que los secundarios son la interrupción de la 

prescripción, la interrupción de la mora y la promesa de 

cumplimiento de todos los deudores solidarios.  Fraguada Bonilla 

v. Hosp. Aux. Mutuo, supra, pág. 380. 

En lo que respecta a los efectos primarios, el Máximo Foro 

indicó que se mantendrá la normativa de solidaridad en cuanto al 

pago íntegro de los daños.  Sin embargo, en cuanto a los efectos 

secundarios como lo es la prescripción, la Alta Curia dispuso que el 

perjudicado tendrá que interrumpir el plazo con cada uno de los 

cocausantes del daño dentro del plazo establecido por ley, de lo 

contrario su acción extrajudicial se tornará prescrita respecto a 

esos copartícipes5. 

En general, conforme lo allí resuelto, “el perjudicado podrá 

recobrar de cada cocausante demandado la totalidad de la deuda 

 
5 Nuestro Tribunal Supremo analizó si la interposición de una demanda por 

responsabilidad civil extracontractual contra un alegado cocausante solidario 

interrumpe el término prescriptivo contra el resto de los presuntos cocausantes. 
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que proceda, porque los efectos primarios de la solidaridad se 

mantienen”.  Fraguada Bonilla v. Hosp. Aux. Mutuo, supra, pág. 

389.  Sin embargo, deberá interrumpir la prescripción en relación 

con cada cocausante por separado, dentro del término de un (1) 

año que establece el Artículo 1868 del Código Civil de Puerto Rico, 

supra. 

En consecuencia, al Tribunal Supremo de Puerto Rico, 

reconocer esta distinción, el efecto interruptor de la prescripción 

sobre acreedores o deudores que provee el Artículo 1874 del 

Código Civil de Puerto Rico, será aplicable a los casos de 

solidaridad perfecta, más no así a los de solidaridad imperfecta.  

Maldonado Rivera v. Suárez, supra, pág. 199; Fraguada Bonilla v. 

Hosp. Aux. Mutuo, supra, pág. 378.  

En síntesis, en el análisis de la controversia que tenía ante 

sí, en lo que respecta al Artículo 1874 del Código Civil de Puerto 

Rico, en Maldonado Rivera v. Suárez, supra, el más Alto Foro 

indicó, que no aplica a los casos de daños y perjuicios al amparo 

del Artículo 1802 del Código Civil de Puerto Rico. Íd.  Esto, en las 

acciones sobre responsabilidad extracontractual con pluralidad de 

causantes. Íd.  En específico, nuestro Alto Foro pronunció que: 

[E]l perjudicado debe interrumpir el término prescriptivo de 
un año que establece el Art. 1868 del Código Civil, supra, 
frente a cada presunto cocausante individualmente si es 
que pretende conservar su causa de acción contra cada uno 
de ellos. 
 
Como corolario, un cocausante demandado no puede traer 
al pleito mediante demanda contra tercero a un presunto 
cocausante solidario con respecto a quien la causa de 
acción del perjudicado prescribió. Prescrita a su favor la 
causa de acción, ese alegado cocausante no está sujeto a 
responderle al perjudicado ni tampoco, mediante una 
acción de nivelación, a los cocausantes demandados. 
Maldonado Rivera v. Suárez, supra, pág. 211. 

 

-B- 

El cuerpo de reglas procesales, que gobierna los 

procedimientos de índole civil, reconoce diversas mociones de 
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carácter dispositivo.  A modo ilustrativo, las Reglas 10.2 y 36 de 

Procedimiento Civil, permiten que todos o algunos de los asuntos 

en controversia sean resueltos sin necesidad de un juicio plenario. 

La Regla 10.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 

10.2, que dispone sobre la moción de desestimación “es aquella 

que formula el demandado antes de presentar su contestación a la 

demanda, en la cual solicita que se desestime la demanda 

presentada en su contra.”  Aut. Tierras v. Moreno & Ruiz Dev. Corp., 

174 DPR 409, 428 (2008).  La referida Regla establece los 

fundamentos por los que una parte puede solicitar la 

desestimación de una demanda presentada en su contra, a saber: 

 falta de jurisdicción sobre la materia o la persona, insuficiencia 

del emplazamiento o su diligenciamiento, dejar de exponer una 

reclamación que justifique la concesión de un remedio o dejar de 

acumular una parte indispensable.  La Regla 10.2 de 

Procedimiento Civil, faculta al demandado solicitar que se 

desestime la demanda incoada en su contra antes de remitir su 

alegación responsiva.  32 LPRA Ap. V, R. 10.2. 

Al resolver una moción de desestimación bajo la Regla 10.2, 

supra, los tribunales deberán tomar “como ciertos todos los hechos 

bien alegados en la demanda y que hayan sido aseverados de 

manera clara y concluyente, y que de su faz no den margen a 

dudas” y, “tales alegaciones hay que interpretarlas conjuntamente, 

liberalmente, y de la manera más favorable posible para la parte 

demandante.”  Aut. Tierras v. Moreno & Ruiz Dev. Corp., supra, 

págs. 428-429.  Es decir, “al examinar la demanda para resolver 

este tipo de moción se debe ser sumamente liberal y únicamente 

procedería cuando de los hechos alegados no podía concederse 

remedio alguno a favor del demandante.”  Colón Rivera v. 

Secretario, et. al, 189 DPR 1033, 1049 (2013). 
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Cuando se presenta una moción de desestimación 

acompañada de prueba, materias no contenidas en la alegación 

impugnada, la aceptación de tales documentos adicionales a las 

alegaciones es discrecional, pero, una vez el tribunal acepta tales 

documentos, debe considerar la moción de desestimar como una 

de sentencia sumaria sujeta a los trámites ulteriores provistos en 

la Regla 36 de Procedimiento Civil.  Regla 10.2 de Procedimiento 

Civil, supra; Dr. José A. Cuevas Segarra, Tratado de Derecho 

Procesal Civil, 2da Ed. (2011), pág. 537, citando a Wright & Miller, 

5 Federal Practice and Procedure, Civil, 2d, 1366. 

En cuanto al mecanismo de sentencia sumaria instituido en 

la Regla 36 de Procedimiento Civil, este “permite a los tribunales 

disponer parcial o totalmente de litigios civiles en aquellas 

situaciones en que no existe alguna controversia material de hecho 

que requiera ventilarse en un juicio plenario y el derecho así lo 

permita”.  32 LPRA Ap. V, R. 36; León Torres v. Rivera Lebrón, 2020 

TSPR 21, 204 DPR ____ (2020); Rodríguez García v. UCA, 200 DPR 

929 (2018). 

La mencionada disposición reglamentaria, regula lo 

concerniente a la presentación de una moción y la procedencia de 

la resolución de un pleito sumariamente.  Este mecanismo 

procesal, tiene como propósito principal el que se propicie una 

solución justa, rápida y económica de litigios civiles que no 

presentan controversias genuinas de hechos materiales, por lo que 

puede prescindirse del juicio plenario.  Meléndez González v. M. 

Cuebas, 193 DPR 100, 109 (2015); S.L.G. Zapata Rivera v. J.F. 

Montalvo, 189 DPR 414, 430 (2013).  

La solicitud de sentencia sumaria puede ser presentada por 

cualquiera de las partes, por medio de una “moción fundada en 

declaraciones juradas o en aquella evidencia que demuestre la 
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inexistencia de una controversia sustancial de hechos esenciales y 

pertinentes, para que el tribunal dicte sentencia sumariamente a 

su favor sobre la totalidad o cualquier parte de la reclamación”.  32 

LPRA Ap. V, R. 36.1 y 36.2. 

Ahora bien, la controversia sobre los hechos esenciales que 

genera el litigio tiene que ser real, no especulativa o abstracta.  Es 

decir, tiene que ser de naturaleza tal que permita concluir que 

existe una controversia real y sustancial sobre hechos relevantes y 

pertinentes.  Meléndez González v. M. Cuebas, supra, pág. 110; 

Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 200, 213-214. 

Como norma general, para derrotar una solicitud de 

sentencia sumaria, el oponente “debe presentar 

contradeclaraciones juradas y contradocumentos que pongan en 

controversia los hechos presentados por el promovente”.  Roldán 

Flores v. M. Cuebas, 199 DPR 664, 677 (2018); Ramos Pérez v. 

Univisión, supra, págs. 215-216.  Por ende, las meras afirmaciones 

no bastan y debe controvertir la prueba presentada con evidencia 

sustancial. Íd.; Rodríguez Méndez v. Laser Eye, 195 DPR 7 (2014).  

La parte que se opone a “una solicitud de sentencia sumaria no 

puede descansar en las aseveraciones o negaciones consignada en 

su alegación.  Por el contrario, viene obligada a enfrentar la moción 

de su adversario de forma tan detallada y específica como lo ha 

hecho el promovente”.  León Torres v. Rivera Lebrón, supra; 

Rodríguez García v. UCA, supra.  En vista de ello, el opositor a que 

se resuelva por la vía sumaria tiene el peso de presentar prueba 

que controvierta las alegaciones presentadas por el promovente de 

la moción.  Por tanto, el opuesto “tiene el peso de presentar 

evidencia sustancial que apoye los hechos materiales que alega 

están en disputa”.  León Torres v. Rivera Lebrón, supra; Roldán 

Flores v. M. Cuebas, 199 DPR 664 (2018). 
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Al evaluar la solicitud de sentencia sumaria, el juzgador 

deberá: (1) analizar los documentos que acompañan la moción 

solicitando la sentencia sumaria, los incluidos con la moción en 

oposición y aquellos que obren en el expediente judicial y; (2) 

determinar si el oponente controvirtió algún hecho material o si 

hay alegaciones de la demanda que no han sido controvertidas o 

refutadas en forma alguna por los documentos.  Medina v. M.S. & 

D. Química P.R., Inc., 135 DPR 716, 727 (1994); PFZ Props., Inc. v. 

Gen. Acc. Ins. Co., 136 DPR 881, 913-914 (1994). 

Por último, los foros revisores “nos encontramos en la misma 

posición que el Tribunal de Primera Instancia para evaluar la 

procedencia de una sentencia sumaria”.  González Santiago v. 

Baxter, supra.  En consecuencia, “nuestra revisión es una de novo, 

y el análisis debe regirse por las disposiciones de la Regla 36 de 

Procedimiento Civil, supra, y su jurisprudencia interpretativa”. Íd.  

De esta forma, “si encontramos que los hechos materiales 

realmente están incontrovertidos, debemos revisar si el Tribunal de 

Primera Instancia aplicó correctamente el Derecho”. Íd.; Meléndez 

González et al. v. M. Cuebas, 193 DPR 100, 118 (2015).  En suma, 

al realizar nuestra función revisora debemos determinar “si existe 

o no alguna controversia genuina de hechos materiales y 

esenciales, y si el derecho se aplicó de forma correcta”.  Vera v. 

Bravo, 161 DPR 308, 334-335 (2004). 

III. 

 En su recurso de apelación, MLM le atribuye al tribunal 

primario haber incurrido en error al desestimar la Demanda contra 

Tercero respecto a los apelados.  Particularmente, arguye que no 

procedía que dicho foro considerara las declaraciones juradas, que 

no formaban parte de las alegaciones y asevera que constituye un 

error el haber adjudicado credibilidad sobre las mismas.  Sostiene 
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que el Tribunal de Primera Instancia debió posponer la 

consideración de las peticiones desestimatorias y concederle un 

término razonable para llevar a cabo descubrimiento de prueba 

sobre los hechos presentados en las declaraciones juradas.  Aduce 

que al acoger las mociones dispositivas de los señores Vázquez 

Cruz e Izcoa Flores, el Tribunal actuó de manera prematura y le 

privó de su debido proceso de ley. 

Del tracto procesal antes reseñado, se desprende, que en la 

demanda incoada el 16 de agosto de 2019 contra MLM por los 

señores Nevárez-Ayala, estos reclaman daños y perjuicios 

vinculados a un presunto incidente sucedido el 13 de octubre de 

2018 en las facilidades del centro Vivo Beach Club.  MLM, 

corporación que hace negocios como Vivo Beach Club, instó el 28 

de enero de 2020, su Demanda contra Terceros.  En esta incluyó 

como demandados al señor Vázquez Cruz y a la señora Izcoa 

Flores, quienes no habían sido incluidos como demandados en la 

acción inicial.  Expuso que el 13 de octubre de 2018 se celebraba 

un evento musical y entre estos y los demandantes originales se 

formó un altercado que provocó que una de las barandas de la 

tarima cediera y cayeran al suelo las cuatro personas involucradas 

en la pelea.  Afirmó que ese incidente fue controlado 

oportunamente por el personal de seguridad del lugar y 

posteriormente investigado por la Policía de Puerto Rico.6 

Tanto Vázquez Cruz como Izcoa Flores presentaron mociones 

de desestimación.  Ambas se ampararon en que la causa de acción 

estaba prescrita.  MLM sostuvo ante el foro primario -al igual que 

lo argumenta en este recurso- que la causa de acción no se 

encuentra prescrita, puesto que conoció de la identidad de los 

terceros demandados luego de presentada la demanda, cuando 

 
6 Recurso, Apéndice III, Moción solicitando permiso para presentar demanda 

contra terceros, pág. 13. 
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tuvo acceso al Informe de la Policía el 21 de agosto de 2019.  

Arguye, que no completó reporte de incidente alguno el día de los 

hechos, sino que la Policía fue la que se encargó de la 

investigación.  Por ello, asevera que no tuvo manera de conocer en 

la fecha del incidente, en octubre de 2018, la existencia del daño y 

quien lo causó.  Por su parte, los señores Vázquez Cruz e Izcoa 

Flores, refutaron tales señalamientos y señalaron que MLM 

conocía de la fecha del incidente, según sus propias alegaciones, 

así como la identidad de ellos desde la fecha en que este ocurrió.  A 

estos efectos, ambos presentaron declaraciones juradas que 

expresaban que el día de los hechos, 13 de octubre de 2018, la 

Seguridad de Vivo Beach Club (MLM) le tomó a cada uno sus datos 

personales y se encargó de llamar a la Policía de Puerto Rico.7  

Al adjudicar las solicitudes de desestimación, el Tribunal de 

Primera Instancia concluyó que, desde que ocurrió el incidente el 

13 de octubre de 2018, las partes advinieron en conocimiento de 

su daño y es desde esa fecha que nace su causa de acción.  

Razonó que el término prescriptivo no se interrumpió en cuanto a 

los señores Vázquez Cruz e Izcoa Flores, ya que no fueron 

incluidos en la demanda, y determinó que conforme lo establecido 

en Maldonado Rivera v. Suárez, supra, MLM no los podía traer al 

pleito.   

En lo pertinente, sabido es que nuestra doctrina establece 

que, el perjudicado debe interrumpir el término prescriptivo de un 

año frente a cada presunto cocausante del daño, individualmente, 

si es que pretende conservar su causa de acción contra cada uno 

de ellos.  Específicamente, el Alto Foro estableció que el cocausante 

no puede ser traído al pleito mediante demanda contra tercero, con 

 
7 Declaración Jurada de Rolando Vázquez Cruz, apéndice de la parte apelante, 

pág. 48; Declaración Jurada de Carmen Izcoa Flores, apéndice de la parte 

apelante, pág. 91. 
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respecto a quien la causa de acción del perjudicado prescribió. 

Prescrita a su favor la causa de acción, ese alegado cocausante no 

está sujeto a responderle al perjudicado ni tampoco, mediante una 

acción de nivelación, a los cocausantes demandados.  Maldonado 

Rivera v. Suárez, supra, pág. 211. 

De otra parte, en lo ateniente a la evaluación y adjudicación 

por el Tribunal de Primera Instancia sobre las mociones 

dispositivas interpuestas en el caso, observamos que las partes 

presentaron por escrito sus posturas.  Estas mociones incluyeron 

documentos complementarios, entre estas, dos declaraciones 

juradas prestadas por los terceros demandados, los señores 

Vázquez Cruz e Izcoa Flores, así también, unieron el informe 

preparado por la Policía de Puerto Rico.  El foro primario atendió 

las mociones desestimatorias como solicitudes de sentencia 

sumaria, conforme le facultan las Reglas de Procedimiento Civil.  

Dicho cuerpo reglamentario provee para que de ser presentada una 

moción de desestimación en la que se expongan materias no 

contenidas en la alegación, mediante declaraciones juradas, esta 

debe considerarse como una solicitud de sentencia sumaria.  

Ciertamente, MLM, quien reconoció haber tenido 

conocimiento de la ocurrencia del incidente el 13 de octubre de 

2018, no proveyó declaraciones juradas u otra evidencia 

documental que controvirtiera la presentada por los señores 

Vázquez Cruz e Izcoa Flores.  Es evidente, que la argumentación de 

MLM no bastó para rebatir como un hecho material, que obtuvo 

conocimiento de la identidad de estos desde la fecha del incidente.  

Resulta forzoso, pues, concluir que la causa de acción instada 

contra los señores Vázquez Cruz e Izcoa Flores por medio de la 

Demanda contra Tercero, se encontraba prescrita.  
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No procedía, por tanto, posponer la consideración de la 

petición desestimatoria, pues como cuestión de derecho 

correspondía resolver sumariamente.  En suma, el foro primario 

actuó conforme le autoriza nuestro ordenamiento jurídico y su 

determinación es correcta en derecho. El error planteado no se 

cometió.  

IV. 

Por los fundamentos antes consignados, se confirma la 

Sentencia Sumaria Parcial apelada. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


